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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Edgar Bellomo. 
MIEMBROS: Señor Representante Guillermo Chifflet. 


INVITADOS: Por la ONG Infancia y Adolescencia Ciudadana doctoras Susana Falca, Alicia Deus, 
Graciela Navarro y Patricia Díaz y señora Diana González. 


Por Servicio Paz y Justicia (SERPAJ) señora Alicia Albornoz. 
Por la ONG Vida y Educación señora Norma Peralta y señor Nelson Villareal. 


Por la Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales (ANONG) señor 
Fernando Rodríguez. 


Por la Red de Libertad Asistida doctora Helena Vázquez 


SEÑOR PRESIDENTE (Bellomo).- La Comisión de Derechos Humanos tiene mucho gusto en recibir a 
la señora Diana González y a las doctoras Susana Falca, Alicia Deus, Graciela Navarro y Patricia Díaz 
por la ONG IACI -Infancia y Adolescencia Ciudadana-, a la señora Alicia Albornoz por el SERPAJ, a 
la señora Norma Peralta y al señor Nelson Villarreal por la ONG Vida y Educación, al señor Fernando 
Rodríguez por la ONG ANONG y a la doctora Helena Vázquez por la Red de Libertad Asistida. 


Aclaramos que esta Comisión está constituida por cuatro integrantes, aunque debido a la imposibilidad de 
concurrir de dos de ellos, en la tarde de hoy solo estamos presentes el señor Diputado Chifflet y quien habla, 
lo cual nos impide adoptar resoluciones, pero no nos inhabilita a formular y a escuchar opiniones. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Agradecemos a esta Comisión en nombre de todas las instituciones que 
estamos presentes y que hemos participado en este proceso, que ahora se ha hecho público, de 
investigación de los tristes hechos que ocurrieron en la Colonia Berro. 


Cuando solicitamos esta audiencia no pasaba por nuestra imaginación que los hechos saldrían a la luz 
pública; no sabemos cómo se filtró la información. Lo que más nos preocupaba era lo que podía ocurrir en la 
interna de la Colonia Berro y por eso no lo llevamos a la prensa. No sabemos qué piensan los adolescentes, 
qué está pasando, cómo están llevando su relacionamiento con los funcionarios que han sido acusados. De 
todas maneras, nos alegra que esto haya suscitado el interés y el compromiso de muchos ciudadanos y 
autoridades del país. 


No queremos reiterar lo que ya ha sido expresado, sino hacer algunas precisiones. No queremos reiterar lo 
que se ha dicho muchas veces sino hacer algunas precisiones. 


En primer lugar, queremos hacer referencia a los tiempos utilizados por la Administración para investigar 
estos hechos y a las medidas correspondientes y, en segundo término, al conocimiento que han tenido de 
todos estos hechos desde hace mucho tiempo. 


Tengo una resolución de junio de 1999 por la que se instruye sumario al Director de los Programas de 
Centros de Medidas de Seguridad, Jorge Spaolonzi, que en su considerando l) dice: "que según lo informado 
por la Asesoría Letrada, cabe destacar la asombrosa reiteración de hechos de idéntica naturaleza a los 
descriptos en autos que fueran protagonizados por personal perteneciente al otrora Establecimiento 
'Miguelete' -hoy asignado a los Hogares Piedras e Ituzaingó-...con una rotación más o menos acotada de 
funcionarios responsables, lo que trasvasa todo parámetro admisible y hace dudar razonablemente acerca de 
la humanización de las pautas directrices que reciben". Esto es de 1999; estamos en 2004 y seguimos 
hablando de que ex funcionarios del establecimiento Miguelete y de La Tablada reiteran estas prácticas que 
nosotros no dejaremos de llamar tortura, como es todo maltrato que emerge del Estado hacia un niño 
adolescente que tiene bajo su cuidado o custodia. 


El 3 de julio de 2001, el Grupo de Trabajo de Privados de Libertad del Comité de los Derechos del Niño 
presenta una denuncia por maltratos en el Juzgado y el 11 de julio se pone en conocimiento a las autoridades 
de INAME, quienes son intimadas a agregar los antecedentes de esos funcionarios. Agregan alrededor de 
veinticinco expedientes; son tantos y es tan grande su espesor que demoramos unos meses en analizarlos. El 
21 de diciembre de 2001 presentamos una síntesis de lo que surge de esos sumarios, constatando lo que ya 
había advertido la Jurídica de INAME dos años antes: que se reiteraban los nombres y el tipo de práctica. Se 
da vista de las actuaciones al INAME y este Instituto responde tarde y mal. Tarde, porque responde catorce 
meses después y mal, porque se limita a hablar del tema sanitario, ya que el momento coincide con la 
denuncia de la existencia de sarna, en la que participó el señor Diputado Bellomo, haciéndose caso omiso a la 
denuncia por maltratos. 


Cuando se hace notar esta circunstancia, el Instituto demora cuatro meses más y sigue sin responder a las 
denuncias por maltratos. Estas mismas actuaciones se derivan dos veces al Juzgado Penal, una en junio de 
2002 y otra en julio de 2003, pero nunca llegan al Juzgado Penal. El anexo, que es lo más voluminoso de este 
expediente, está en el cofre fort del Juzgado de Menores y afortunadamente todavía permanece allí porque de 
lo contrario probablemente se habría perdido. Esto no queda aquí y ni siquiera en lo que sabemos, porque 
probablemente existan mucho más denuncias. Sí sabemos que desde agosto del año pasado se sucedieron 
denuncias presentadas por distintos colegas o instituciones que también trabajan en el tema de los derechos 
humanos, sin que exista ningún freno; recién ahora, cuando esta situación llega a conocimiento de la opinión 
pública, se empiezan a tomar algunas medidas. 


En agosto de 2003 una Defensora de Oficio denuncia torturas como, por ejemplo, los cinco minutos -ya 
explicado abundantemente- y la celda oscura, y el tráfico de drogas. Se toman declaraciones -existen actas al 
respecto-, pero me llama la atención que ante la Comisión que estudia situaciones específicas de pobreza se 
dijera que no se habían registrado por escrito los primeros testimonios y que se demora diez días para 
ratificar esas denuncias por escrito y para inspeccionar si efectivamente la droga estaba en el lugar donde 
decía el adolescente, lo que hace imposible lograr un resultado favorable. 


El señor Diputado Díaz Maynard formuló pedidos de informe en octubre a raíz de esta situación, que todavía 
no se han respondido plenamente, ya que recién llegaron los legajos de algunos funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El miércoles pasado las autoridades del Ministerio y del INAME dejaron 
sentado en esta misma Sala que estos pedidos no habían sido respondidos. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- El 6 de enero un chico es golpeado y lesionado gravemente en su cara, lo que 
afecta su visión, pero no se llama al médico. Tenemos el certificado médico donde el médico deja 
expresa constancia de que hubo omisión de asistencia y de que esa situación recién llega a su 
conocimiento. A raíz de este informe se denuncia al Juzgado de Menores que lo deriva al Juzgado 
Penal de Pando después. Este mismo chico fue uno de los que protagonizó la fuga posterior al motín, 
no el que provocó el procesamiento, sino otro. Claro, cuando después le preguntaron por qué llegó tan 
lastimado y desnudo, respondió que no recibió maltrato; yo me pregunto qué otra cosa podría haber 
respondido este chico con ese antecedente de enero. 


El 28 de febrero es procesado el funcionario Bentancur; la denuncia es presentada por el propio INAME. 
Corresponde señalar que el hecho ocurre mientras el funcionario cumplía funciones, porque se ha insistido 
mucho en que se dio afuera del establecimiento. El hecho se da afuera porque siguen al chico cuando se fuga; 
todo esto se dio en la Comisaría y fue protagonizado por un funcionario del INAME en cumplimiento de su 
función. 


Hasta ahora no se habían tomado medidas, pese a que lo habíamos reclamado, especialmente con relación a 
la Organización Mundial contra la Tortura. Luego de insistir mucho y de que esta Comisión llamara a Sala a 
las autoridades involucradas, se resolvió que el funcionario estaría en tareas de vigilancia; quien conoce la 
Colonia Berro se dará cuenta de que esto sería risueño si no fuera amargo, porque en un lugar de tráfico, la 
puerta es clave y da mucho poder. Por algo a los educadores los llaman "llaveros". 


Recién ahora -ellos hablan de 45 días, lo que no es verdad y así lo hizo constar la señora Diputada Percovich- 
le dieron licencia a este funcionario; como abogadas nos molestamos con esta medida porque la licencia es 
un derecho del trabajador por su trabajo y no una medida disciplinaria ni de protección. 


En marzo pedimos una entrevista con el Presidente de INAME; nos atiende su Secretario, a quien 
manifestamos nuestra preocupación por este tema. No se nos otorgó una audiencia hasta una semana después. 
Por lo tanto, decidimos ir a la Suprema Corte de Justicia, en el entendido de que todas estas actuaciones 
surgen del Poder Judicial, ya que ninguno de estos documentos es inaccesible y está en los Juzgados y 
nosotros los conocemos porque somos defensores. 


Por otra parte, en abril concurren al Parlamento padres, madres y funcionarios, quienes ratifican muchas de 
estas cosas y aún peores. El Parlamento se encarga de comunicar estas denuncias a las autoridades de 
INAME, pero tampoco existe una reacción. 


A su vez, el Grupo Tripartito de Trabajo para el Mejoramiento del Sistema Carcelario informa al señor 
Diputado Chifflet que los presos adultos cuando vieron llegar a los chicos golpeados, sin ropa y sin zapatos 
compartieron parte de sus pertenencias, lo que da crédito a lo que dicen los padres, las madres y nosotros 
mismos. Me pregunto: ¿podemos decir que estas cosas no se saben? Me parece que el INAME no toma 
medidas para proteger a los adolescentes. Algunas de las denuncias que se presentan en los Juzgados, 
corresponden al INAME, pero en general provienen de chicos y no existen respuestas, ni medidas 
administrativas ni judiciales de protección. 


Asimismo, algunos funcionarios denunciados ascienden. Luego de la denuncia presentada en 2001, el 
funcionario Bentancur fue designado Encargado de la Dirección del SER. En esa Dirección estuvo hasta una 
semana antes de que a este país llegara una delegación de la Organización Mundial contra la Tortura; antes él 
había ascendido en forma emblemática -por decirlo de alguna manera- a la Dirección del SER. Hay otro 
funcionario sobre el que llegó a existir una resolución de destitución, pero hoy es el Director del lugar al que 
trasladaron los adolescentes del SER, que en principio eran doce pero hoy son seis porque los restantes se 
fugaron. 


En setiembre muchos chicos denunciaron maltrato, son muchas las declaraciones que hay, pero se espera el 
llamado a Sala siete meses después y un motín para tomar alguna resolución respecto al cambio de lugar de 
algún funcionario. Denuncian y se les toma declaración -esto me parece muy importante- delante de los 
funcionarios que integran el grupo famoso del "6-12"; por supuesto que denuncian y declaran sin la presencia 
de abogados. Además, esa declaración queda expuesta al mismo funcionario que luego es acusado. Esto 
también le ocurre a los funcionarios que desean denunciar, pero ahora estoy poniendo énfasis en los más 
chicos. 


Denuncian, pero el Presidente del INAME dice que el Instituto no tiene registrado estos hechos. Me parece 
que acá es importante precisar que una cosa son las medidas penales que se adoptan respecto a un funcionario 
a quien se prueba que cometió un ilícito, y otra es la responsabilidad del Estado de tomar de inmediato 
medidas de protección, porque el hecho ocurrió y las medidas de protección las merecemos todos, y ellos 
también. No es necesario esperar a la prueba para tomar medidas de prevención y de protección. 


Denuncian y se los traslada en masa a otros centros, en los que ahora están hacinados; denuncian y no se les 
explica a dónde van, hecho que los asusta mucho porque no entienden por qué van a un lugar en el que no 
tienen medidas de seguridad como, por ejemplo, El Puente. De alguna manera, creo que se los expone a una 
fuga. Si bien ahora no nos vamos a poner a analizar desde el punto de vista del Derecho lo natural que es para 
un adolescente o para cualquier persona fugarse, creo que se los expuso a que en un momento muy difícil 
quedaran como protagonistas de una fuga. 


A todos nosotros nos preocupa que a los adolescentes se les otorgue cuarenta y ocho horas antes de que se 
decida si van o no a ser privados de libertad por cometer un hurto o por otro delito, y que se demoren tres o 
cuatro años en adoptar una medida cuando el daño que se les infringe tiene que ver con su integridad física, 
con su desarrollo psíquico y con todo aquello que es inherente a la dignidad humana. 


SEÑORA FALCA.- Después de escuchar este relato concreto y claro, sobre todo en lo que respecta a 
las fechas en que se viene denunciando toda esta situación en la Colonia Berro, puedo decir que este no 
es un problema propio y exclusivo de esa Colonia y que nos demuestra que las autoridades del INAME 
no pueden decir que no conocían estos hechos o que recién están tomando conocimiento de ellos. 


Como integrante -al igual que otras organizaciones aquí presentes- del Grupo de Trabajo de Privados de 
Libertad del Comité de los Derechos del Niño, puedo decir que desde 1998 venimos realizando visitas a los 
distintos establecimientos, con los respectivos informes al Director de INTERJ. 


En esta oportunidad traje una copia de las observaciones que realizamos en nuestra visita de 1999; desde 
aquella época ya manifestábamos nuestra preocupación porque las autoridades estaban poniendo mucho 
énfasis en los aspectos de custodia y de seguridad, instalando más rejas, acondicionando luces, duchas e 
inodoros para ser accionados desde fuera de la celda del adolescente. De acuerdo con lo que nos explicaban 
en aquella oportunidad, cuando hicimos la devolución al profesor Migliorata, estas eran técnicas basadas en 
experiencias de otros sistemas, a efectos de evitar que los adolescentes se cortaran, hecho que jamás pudieron 
evitar. Esta era la explicación que nos daban. 


En este informe de 1999 ya le decíamos al profesor Migliorata que observábamos ciertas prácticas de parte 
de funcionarios que atentaban contra la integridad psicofísica de los adolescentes en aquellos centros en los 
que dependen de la voluntad del funcionario para ir a los gabinetes higiénicos, sobre todo en horas de la 
noche; además, agregábamos que si no podían aguantar sus necesidades y las hacían en sus celdas, eran 
sancionados, y que algunos adolescentes habían encontrado en los cortes la forma para que el funcionario de 
guardia les abriera la puerta de la celda para poder ir al baño. Inclusive, en algunos centros les "permitían" -lo 
digo entre comillas- en horas de la noche orinar en botellas de plástico, pero sí llegaban a ensuciar la celda 
eran castigados. 


En este mismo informe también destacábamos que someter a un muchacho a veinticuatro horas de encierro, 
de aislamiento completo como castigo era algo inhumano, calificándolo en forma suave. En ese momento de 
la devolución el profesor Migliorata nos manifestó que estábamos equivocados porque ellos tenían media 
hora de patio en horas de la mañana y media hora de patio durante la tarde. También en este informe 
decíamos que a través de algunas personas que habíamos asistido recibimos denuncias de maltratos físicos y 
psicológicos, estos últimos consistentes en amenazas constantes con traslados al SER de Berro. 


De parte de algunos adolescentes entrevistados en forma privada se nos preguntó qué había que hacer en caso 
de que les pegaran. Quien nos interrogaba en ese momento se mostraba temeroso y hablaba en forma muy 
baja; le decíamos al profesor Migliorata que nos permitíamos inferir que esta podría ser una práctica habitual. 
Esto fue en 1999, 


Decir que desconocen esta situación es poco menos que indignante. Pero somos abogadas las integrantes de 
TACI y de otras organizaciones, y siempre hemos recurrido a las herramientas jurídicas que nos da el sistema 


para demostrar esta situación. Evidentemente, eso no ha bastado aunque seguimos exigiendo al Estado que 
asuma la responsabilidad que le compete en la protección de los derechos de los adolescentes privados de 
libertad. 


El Estado uruguayo tiene una obligación que no puede desconocer como integrante de la comunidad 
internacional e interamericana; tiene la obligación y el deber de custodiar la vida y la integridad física de los 
niños que están bajo su custodia, y no porque sean niños privados de su libertad están privados de sus demás 
derechos. El Estado debe garantizar el ejercicio efectivo de esos derechos: a la salud, a la educación, a 
mantener un vínculo asiduo y real con su familia, y no un día a la semana, ni durante cinco minutos por 
teléfono, porque es algo absurdo. Esto no es una comunicación real y efectiva. 


El sistema interamericano -quiero hacer hincapié en esto- tiene fallos judiciales respecto a la obligación del 
Estado en este sentido. Quiero recordar uno muy reciente de la Corte Interamericana, de setiembre de 2003. 
Concretamente se trata del caso de Horacio Gullasio/Argentina, adolescente que falleció estando en custodia 
y detenido por la Policía. La Corte sostiene y vuelve a recordar que el Estado tiene la obligación de combatir 
tal situación -refiriéndose a la muerte del adolescente- y la obligación de investigar estas denuncias de 
maltrato y esas situaciones para evitar la impunidad. La Corte Interamericana sostiene que el Estado tiene la 
obligación de combatir la impunidad por todos los medios legales disponibles, ya que la impunidad propicia 
la repetición crónica de violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas. Esto es a lo 
que apunta la propuesta que dejamos a consideración de la Comisión. Ella refiere a instrumentar mecanismos 
sencillos de rápido y fácil acceso a los adolescentes que tengan que recurrir por conflictos internos con la 
administración del encierro. ¿Cómo se puede lograr esto? Capacitando permanentemente a los funcionarios. 
Esa es una excelente manera de dignificar su función. Cabe aclarar que la mayoría son excelentísimos 
funcionarios. 


También se debe relevar en sus funciones a todas las personas involucradas en las denuncias por malos tratos. 
No se puede incorporar nuevos funcionarios, por más capacitados que estén, si estas personas siguen en 
contacto con los adolescentes y dentro del sistema. 


Es necesario organizar una nueva Dirección de la Colonia Berro, con una nueva autoridad que cuente con un 
nuevo equipo de asesores técnicos, que apoye a la Dirección, pero también a los funcionarios en caso de 
intervenir en alguna situación difícil. 


Se debe instrumentar la figura del mediador. Esta es una recomendación que no solo hace la OMCT sino que 
está en los estándares internacionales de Naciones Unidas que reglamentan la privación de libertad de los 
adolescentes. 


Las organizaciones e instituciones que trabajamos en este tema desde hace muchos años no podemos 
permanecer ajenos a este proceso de reorganización o de desactivación de un sistema y puesta en marcha de 
otro. Esto se hará en coordinación con el Estado, con las organizaciones, pero sin duda, las organizaciones 
que estamos presentes asumimos el compromiso, en el ejercicio de nuestra responsabilidad social, para llevar 
adelante este nuevo sistema que urge instrumentar en cuanto a la privación de libertad de personas menores 
de edad del Uruguay. 


Lamentablemente, la privación de libertad existe, es un instrumento legal, es una opción con la que el Juez 
cuenta, que según la Convención Internacional de los Derechos del Niño debe ser el último recurso, y es a lo 
que nosotros debemos apuntar: que sea el último recurso para utilizar con los adolescentes y en el caso de 
que se aplique, que se haga por el menor tiempo posible. Y, en este caso, debe cumplir con las mínimas reglas 
y se debe respetar la dignidad de la persona. El menor de edad que cometió un error o un delito, no tiene que 
ser sometido a la práctica de torturas estando en su etapa de encierro. Nos preguntamos cuántos adolescentes 
han pasado en estos años. ¿Cuántos han tenido que soportar estas condiciones? ¿Quién les pide disculpas? 
¿Qué hacemos? Creo que todos coincidimos en que las autoridades del INAME deben un sinceramiento. El 
Estado debería pedir disculpas a las víctimas de esta situación a modo de reparación simbólica; es un 
instrumento muy utilizado a nivel internacional cuando se trata de derechos humanos violados. En definitiva, 
todos los adolescentes, especialmente aquellos que han sufrido estas condiciones, merecen que el Estado 
ponga fin a esta situación. 


SEÑOR VILLARREAL.- Creo que el informe que hicieron las dos compañeras es lo suficientemente 
significativo y lo que voy a agregar tiene que ver básicamente con los motivos por los cuales sentimos 
que algo no está funcionando en muchos aspectos y que está referido a la anomia que estamos 
percibiendo respecto a tomar medidas. Este relato va mostrando el proceso por el cual una estructura 
del Estado que tiene que defender derechos, generar garantías y ser eficaz en responsabilidad respecto 
a cómo se ejecutan las cosas, "hace agua" por muchos lados. Y nos preocupa que una autoridad diga 
que porque recién ha entrado no conoce el tema porque la responsabilidad del Estado va más allá de 
una puntual. 


Otro punto tiene que ver con recentrar el tema donde para nosotros debe estar, que es a donde la doctora 
Falca lo traía. La privación de libertad es la alternativa extrema que tiene el Juez ante la libertad asistida. El 
gran tema es que hoy los Jueces están optando entre libertad asistida y privación de libertad y no entre 
libertad asistida y sistemas sociales que permitan rutas de autonomía a estos jóvenes adolescentes de los 
cuales la comunidad se tiene que hacer responsable. 


Queremos decir algo con respecto a lo que nos ha planteado en estos días gente muy bien intencionada: 
"¿Qué están defendiendo ustedes?". Estamos defendiendo los derechos de estos adolescentes, que han 
entrado en conflicto con la ley pero también los de la comunidad. Entonces, la intervención que se debe hacer 
es de responsabilización. ¿Se está responsabilizando con este proceso? Aparte de estar estigmatizando y 
violentando derechos, se está generando un proceso que acarrea un problema mucho mayor para la 
comunidad que es el de la incapacidad relativa a una sociedad que no está dando cuenta del proceso de 
exclusión que está en su entorno. 


Otra cosa que me parece clave es el sistema perverso ante el que estamos. Vemos que la prensa nos acosa con 
la pregunta de dónde hay más denuncias, como si a este proceso tan trágico se pudiera agregar algo más y 
nos mete dentro de ese sistema perverso. Estamos planteando que tiene que haber alternativas de políticas a 
un sistema perverso en varios niveles y todos tenemos que actuar de alguna manera, desde la sociedad y 
desde el Estado. 


Queremos felicitar y agradecer a los Diputados de todos los partidos que realmente han respondido desde las 
distintas Comisiones, más allá de esos planteos que a veces hemos escuchado en cuanto a que no se conocen 
los problemas cuando los relatos los muestran. Lo que sí nos parece trágico es que los organismos de 
Gobierno digan, muchas veces, que desconocen el proceso que se está dando. 


El hecho de pensar políticas de sistemas distintas implica ver cómo se encamina no solo una corrección al 
sistema de Colonia Berro sino que tenemos que cambiar lo que es esa institución como ejemplo, como 
realidad, llevándola a un sistema en el que efectivamente la privación de libertad se aplique en un caso 
extremo y que cuando se use, se haga con las garantías que todas las personas merecen. En ese sentido, creo 
necesario plantear la creación de una veeduría de derechos humanos con garantías que permita, a la sociedad 
y al Estado, saber qué es lo que sucede y que no se nos enfrente a esta situación en la que parece que todas 
son cuestiones subjetivas de personas que opinan de una manera y otras de otra. Los datos muestran que no 
estamos ante visiones subjetivas de unos y otros. Estamos ante hechos que son deleznables, que deben ser 
condenados y que ameritan un posicionamiento de parte del Estado. Esto no implica -lo decimos desde aquí- 
la disposición total de las organizaciones de una sociedad civil a construir propuestas alternativas ni saber 
que sus funcionarios están en un sistema perverso. Quizás el INAME está encerrado en su propia lógica. No 
queremos que aquí se produzca lo que estamos condenando. Fue por eso que no fuimos las organizaciones de 
la sociedad civil las que dimos a luz a la prensa estas denuncias sino que iniciamos un proceso durante el año 
anterior. Cuando esto sale a la prensa, no sabemos en qué circunstancias, se permitió que se generara una 
discusión. ¡Bienvenida sea! Veamos si la sociedad, el sistema político y el Estado pueden tener una discusión 
capaz de generar alternativas y no la actitud a la defensiva que vemos muchas veces o peor aún, la de 
minimizar los hechos, con lo que se abona un problema mayor. 


El problema es que estos adolescentes están expuestos a este sistema y no sabemos cuándo y de qué forma se 
va a intervenir para que cambie. En el momento en que se está discutiendo esto se podrían dar procesos que 
se retroalimentaran de tal forma que generaran esta idea en el sentido de que los dichos no se pueden 
comprobar ni demostrar. ¿Qué relato hay que hacer para que esto sea así? Nosotros creemos que la Comisión 
debería visitar la Colonia Berro de improviso, para visualizar no solamente si está limpia o no, sino para que 


se perciba que la propia estructura del lugar es una forma de cárcel. Sabemos que los integrantes de la 
Comisión han visto esto, pero queremos reiterarlo. 


Pensamos que esta preocupación debe llevar efectivamente a la generación de un sistema distinto. No puede 
quedar en algo aislado, en la sanción de un funcionario o en el mero hecho de declarar que es trágico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente, no es la primera vez que tomamos contacto con esta 
realidad o con estas denuncias acerca de la realidad. Tampoco es la primera vez que el tema de la 
Colonia Berro está en el tapete en el Parlamento. El miércoles pasado, en esta misma Sala, se realizó 
una reunión en la que estuvieron presentes las jerarquías del INAME y del Ministerio con muchos 
asesores, lo que nos daba la pauta de la gravedad del tema, ya que en mi corta experiencia 
parlamentaria nunca había asistido a una Comisión a la que concurrieran tantas personas 
representando al Estado. Sobre todo, esto nos habla de la repercusión que tuvo el problema y la 
preocupación que generó en todos los que estábamos presentes. 


Me estaba refiriendo a la Comisión de Educación y Cultura, a la que se nos invitó a participar pero, 
lamentablemente, no es la primera vez que el tema figura en la consideración de la Comisión de Derechos 
Humanos. Este mismo año recibimos a funcionarios de la Colonia Berro y también a familiares de 
internados. 


También es cierto que se han producido visitas, porque a fines de abril o principios de mayo el señor 
Diputado Chifflet acompañó a dos representantes de la organización Médicos del Mundo que estuvieron 
haciendo un relevamiento del sistema carcelario -confirmo que, como dije hace años, la Colonia Berro tiene 
más de carcelario que de educativo-, de los aspectos sanitario y ambiental. Asimismo, el Directorio del 
INAME compareció ante esta Comisión. Con referencia a la reunión que mencioné anteriormente, en esa 
ocasión se esperaba un pronunciamiento. Es cierto que en ese marco se produjo un anuncio importante; una 
de las legisladoras perteneciente al partido de Gobierno expresó que había tomado contacto con el señor 
Ministro de Economía y Finanzas y que habían aparecido $ 1:000.000 mensuales para la Colonia Berro. 
Nosotros dijimos que era bienvenido, pero opinamos que cuando existía un tema de Derechos Humanos, en 
realidad, había un problema de actitud más que de economía. De todos modos, siempre es mejor tener ese 
millón de pesos que no tenerlo, pero estamos hablando de otra temática. Cuando existen torturas y hay 
omisión de asistencia, estamos hablando de violación de Derechos Humanos. 


Un comentario que me parece importante es acerca de la licencia del señor Bentancur. Francamente, no lo 
dije en ese momento porque tuve que retirarme alrededor de la hora 17, pero dejé planteada la inquietud. 
Expresamos que lo que buscábamos era ayudar a modificar esta situación, y que sin entrar en profundidades 
como la inamovilidad del funcionario público o su remoción, nos preguntábamos cómo alguien que había 
sido procesado por reiteradas denuncias continuaba en contacto con los jóvenes. Es algo elemental. Debería 
tratarse de buscarle otro destino. Nuestra colaboración podría radicar en la elaboración y aprobación de algún 
proyecto de ley para que puedan actuar con mayor presteza. 


Lamentablemente, más tarde, al mirar los informativos de la televisión me enteré de que el doctor Repetto 
había dicho que esos funcionarios estaban de licencia, como a la espera de un pronunciamiento de la Justicia 
y de una decisión administrativa. Honestamente, esto me decepcionó porque la medida administrativa podía 
haberse tomado con anterioridad sin esperar otros pronunciamientos, más allá de las garantías que todos 
debemos tener. 


También es importante señalar lo referente a la veeduría externa; la señora Diputada Percovich planteaba 
temas similares, mencionando una auditoría. Asimismo, hizo referencia a que, aparentemente, en estos 
momentos, en la sección Jurídica del INAME se habían enlentecido los procedimientos y se habría 
acumulado carpetas. Estas fueron algunas de las preocupaciones que se plantearon en aquella oportunidad. 


Debo reconocer que cuando se planteó el problema de la sarna las autoridades del INAME respondieron con 
prontitud y eficiencia. Podría discutirse por qué se llegó a esa situación. Concurrimos con los señores 
Diputados Chifflet, Orrico y Gallo Imperialle y vimos que gracias a la preocupación del Ministerio y de las 
autoridades se pudo modificar la situación. 


Más allá de todo esto, quisiera dejar constancia en la versión taquigráfica que uno puede llegar a entender 
una cierta lentitud al momento de luchar contra determinadas dificultades, aun en el marco de recursos 
exiguos y de las dificultades que tiene el Estado. Pero acá hay problemas de derechos humanos y problemas 
de actitud que deben ser cambiados urgentemente. 


En este momento no podemos tomar resolución pero estamos habilitados para realizar este intercambio, y 
tampoco estamos inhibidos de emprender alguna acción legislativa, ni nosotros ni cualquier otro señor 
legislador que lea esta versión taquigráfica. No solamente compartimos su preocupación; lamentablemente, 
no nos es nueva ni ajena. Naturalmente, existe la excusa de haber asumido recientemente, pero el Estado es el 
mismo y la administración política también. Asimismo, muchos de los funcionarios con rango jerárquico que 
acompañan a este Directorio han estado con otros anteriormente. El hecho de ser nuevo no es excusa para 
que nadie desconozca los problemas planteados. 


SEÑORA NAVARRO.- Con respecto a lo que decía el señor Presidente, digo que si bien de sus palabras 
parece desprenderse que estaría solucionado el tema de la sarna, no es así. Justamente, ayer tuvimos 
una reunión con personas que trabajan en la Colonia y nos decían que ese tipo de problemas persiste. 
Efectivamente, en la sesión del día 23 de junio la señora Vega afirmó, hablando del tema sanitario, que 
en este momento en la Colonia Berro hay escabiosis, estafilococos y pediculosis. Además, afirma que 
son las patologías que tienen los internados y nuestros jóvenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido con la doctora Navarro. Estoy al tanto de esto; tal vez no me 
expresé bien. Dije que cuando en el año 2001 en ocasión de un brote de sarna nos constituimos en una 
visita sorpresa -procuramos no anunciarla- encontramos buena disposición de las autoridades y que lo 
queríamos resaltar, porque no siempre se ha estado omiso. Ponía este ejemplo, porque la nobleza nos 
obliga. Me hago cargo de la situación existente y, lamentablemente, esto sigue pasando. Solo quise 
resaltar que en una oportunidad se había actuado con corrección ante el requerimiento del Parlamento 
y lo pudimos constatar. Pero también hemos constatado las permanentes situaciones adversas cuando 
hemos visitado estos establecimientos. 


SEÑORA NAVARRO.- Queremos decir que lo que expresa la señora Vega no es cierto. Nuestros 
jóvenes no padecen los problemas que tienen estos chicos. Estos son problemas específicos de chicos 
que están privados de las condiciones más elementales de higiene, a los que se les debe brindar 
cuidados, precisamente, por la situación de privación de libertad por la que están transitando. La 
escabiosis es un nombre que no manejamos comúnmente quienes no estamos en la medicina, pero 
significa sarna. Se trata de una enfermedad muy contagiosa, que requiere cuidados especiales, como 
por ejemplo que la ropa se hierva para que no se siga trasmitiendo, además del tratamiento médico 
específico. Seguramente, eso no se está dando, porque la enfermedad no se ha logrado erradicar. 


También hay estafilococos. La señora Vega no dice a qué tipo de estafilococo se refiere, porque hay muchos 
y de diversos tipos. No tenemos la información suficiente para saber de qué enfermedad está hablando ni 
podemos consultarlo con un profesional de la salud porque no dio las explicaciones suficientes sobre este 
tema. 


Sabemos de qué se trata la pediculosis y que es común en los chiquilines, pero no por ello hay que descuidar 
su tratamiento 


Es imprescindible destacar que las enfermedades de las que estamos hablando son patologías que no padecen 
nuestros jóvenes comúnmente, sino que se dan en determinadas circunstancias. Esta omisión de los cuidados 
básicos de higiene y salud también constituye violencia, maltrato físico o psicológico ejercidos por la 
institución hacia estos jóvenes que están privados de su libertad. 


SEÑOR CHIFFLET.- La situación que se describe en la nota que nos leen es la casi permanente en la 
Colonia Berro. Con los Diputados Gallo Imperiale, Bellomo y algún otro que nos acompañó en aquella 
oportunidad nos pareció extraño que precisamente cuando llegamos nosotros, arribó también la 
delegación de Salud Pública. No sé si la noticia había trascendido; desde el Parlamento no habíamos 
avisado, pero parecía demasiado curioso que las delegaciones coincidiéramos. Lo cierto es que cuando 


se toman algunas medidas enseguida aparecen las dos campanas en la prensa y la denuncia pierde 
empuje. 


En primer lugar, hay que agradecer a todas las organizaciones que nos visitan la preocupación sobre este 
tema que, desde luego, no termina aquí, porque exige constancia. Comparto lo que dijo el señor Villareal en 
el sentido de la anomia acerca de las medidas a tomar; eso se nota en todos los ámbitos. Cuando acá 
concurrió la delegación de los familiares de los internos de la Colonia Berro, la delegación de funcionarios y 
la Dirección se dio que en casi todos los casos la Comisión no estaba en pleno. Y estas cosas significan que 
hay una cierta inercia, por no decir anomia, en todos los organismos. Esto no es culpa del Parlamento, sino de 
los parlamentarios. 


Quisiera subrayar algunos aspectos. En primer lugar, las alternativas a un sistema perverso. Efectivamente, 
creo que hay que pasar a otro tipo de políticas, no solo corregir en este caso, sino cambiar la Colonia Berro. 
Comparto esto y si todos tenemos ese espíritu quizás pueda avanzarse en algo. 


En segundo término, quiero destacar los aspectos jurídicos en el sentido de que solo hay que privar de 
libertad en casos extremos y que hay una serie de medidas alternativas, de cuidado y de trabajo solidario y 
comunitario que rehabilitan. Voy a citar un testimonio. En el año 1990 algunas abogadas de oficio visitaron 
nuestra Comisión. Recuerdo que una de ellas, la doctora Tonar, dijo que cuando ella estaba en el Consejo del 
Niño, el antecedente del INAME, y tomaba algunas medidas alternativas -que aunque no existían 
jurídicamente sin embargo se tomaban por algunos Jueces y abogados con conocimiento de estos aspectos-, 
enviaba a esos menores a realizar trabajos sociales, etcétera, y el 99,99% se rehabilitaba. En cambio, los que 
enviaba a Miguelete -que tenía las mismas condiciones que algunos establecimientos penitenciarios de ahora- 
son los rostros que ahora, años después, vemos en el COMCAR. Esto es así. 


Agrego otro testimonio de la doctora Freigedo, quien dijo en esas mismas reuniones que en Uruguay -nos 
referimos al establecimiento carcelario, pero puede extenderse a las Colonias Etchepare y Berro en cuanto a 
la salud y a la ex Tablada en el caso de los menores- no ha existido otro propósito que el de hacer de los 
establecimientos penitenciarios depósitos de seres humanos. No ha existido voluntad política de superar estas 
cosas. No sé cuál ha sido la repercusión que han registrado que, por cierto, en algunos aspectos ha sido muy 
positiva, pero personalmente tengo una colección de artículos de prensa nacional que dicen que este señor se 
ocupa de los victimarios y no de las víctimas. Es difícil entender nuestra explicación en cuanto a que 
preocuparse de la defensa social y atender a los menores que necesitan asistencia es defender a la sociedad. 
Adviertan que cuando hay un delito más o menos grave, las radios, sin polemizar abren los micrófonos y en 
un alto porcentaje de los casos, se pide la pena de muerte. 


Quiero ir a lo sustancial que dijeron nuestros invitados y que compartimos. No se trata de visiones subjetivas 
de unos y de otros. Aquí se trata de hechos y hay que construir propuestas alternativas. Sé que en Colonia 
Berro hay algunos islotes que dan lugar a perspectivas optimistas. La zona del Hogar Esperanza me parece 
excelente, aunque sé que han aparecido denuncias contra él, porque a un muchacho que apareció en 
televisión, un menor fugado y con un problema de homicidio, lo entrevistaron y habló genéricamente contra 
todos los sectores. Esto puede ser explicable. 


Creo que lo que plantearon nuestros invitados en materia de capacitación de los funcionarios es muy 
importante; eso es notorio. Lo registraron los Médicos del Mundo muy claramente, con los que caímos de 
sorpresa, y los datos que tenían fueron totalmente desmentidos por la realidad; la comprobaron muy 
fehacientemente. También estoy de acuerdo con el relevamiento de los involucrados, con tomar medidas y 
con que no se demore todo ese tiempo para ello. Por lo menos, existen las posibilidades jurídicas -nuestros 
invitados lo saben mejor que nosotros- en el sentido de separar a un funcionario y que luego se siga con el 
proceso judicial. No tiene por qué estar en la puerta, en el control o en contacto con los menores, porque eso 
obliga a toda esa política del silencio porque, un poco por la realidad y otro poco porque sospechan que el 
mundo es menos bueno de lo que es, los muchachos tienden a guardar silencio y a tener una suerte de código 
extra para denunciar cosas. También creo que la nueva Dirección con asesoramiento técnico es algo que se 
impone. 


También considero que habría que abrir estos establecimientos. De la misma manera que abren los 
establecimientos carcelarios cuando lo solicitan las organizaciones de Derechos Humanos y hasta alguna 
prensa puede ingresar y esto ayuda al conocimiento de la realidad, hay organismos -como los de nuestros 


invitados- que deben tener derecho a ir cuando se les ocurra, porque contribuyen al control. Muchas veces no 
podemos establecer los controles suficientes -probablemente por escasez de dinero o de recursos en el 
Estado- a través de funcionarios, pero hagámoslo a través de organizaciones de Derechos Humanos y esto va 
a funcionar. Quería subrayar algunos conceptos, pero no quiero repetir lo que han señalado muy bien quienes 
están presentes. Sí deseo expresar que compartimos estos puntos de vista y que estos deben ser los 
lineamientos. Al margen de toda cosa partidista, creo que si los elementos de que ustedes disponen y la 
versión taquigráfica de esta reunión llegaran a cada uno de los candidatos en este momento, serviría de 
mucho para el futuro. 


SEÑORA FALCA.- Agradecemos a la Comisión de Derechos Humanos por habernos dado este espacio 
para expresar nuestros planteamientos. Esperamos que haya alguna resolución al respecto y que, por 
lo menos, sea prometedora para los adolescentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de las distintas ONG que nos 
han visitado en la tarde de hoy. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 16 y 41) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


